Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


SEÑORA SECRETARIA.- La Agrupación de Obreros y Familiares de la extextil Ferrés envió una nota, 
firmada por sus integrantes, que dice lo siguiente: “Señores Senadores integrantes de la Comisión de 
Constitución y Legislación 


Presente 
De nuestra mayor consideración: 


Los abajo firmantes, pertenecientes a la citada agrupación, se presentan a efectos de 
solicitar cambios en las leyes 18.033 y 18.596, que pasamos a detallar. 


Ley 18.033. 
Se varíe la edad de 60 a 55 años para acogerse al beneficio. 
Se lleve el monto de la reparación de 4 a 8 UBP, para las personas incluidas en el artículo 1 literal C. 


Para quienes fueron despedidos por lo preceptuado en el decreto dictatorial 518/73 del 4 de julio del 73 
y hubieren configurado causal jubilatoria previo a ser sancionada la ley, se establezca una reparación 
equivalente a 4 UBP, pudiendo optar por lo que les resulte más conveniente. 


Ley 18.596. 


Se modifique el texto del artículo 14 de la citada ley, proponiendo el siguiente: Los jubilados por el 
artículo 8 de la ley 18.033 y sus causahabientes, tendrán derecho a 1 UBP extra, en carácter de 
reparación. 


Sin otro particular, descontando vuestra comprensión, aprovechamos a saludar a ustedes.” Siguen 
firmas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como recordarán los señores integrantes de la Comisión, hace unos días 
recibimos a una delegación de esta agrupación y ahora nos envían por escrito cuáles son sus 
aspiraciones con respecto a la ley vigente, ya que tienen la necesidad de que se modifique en el 
sentido que han planteado. Por supuesto que este tema quedará a consideración de los señores 
Senadores y después decidiremos qué tramite se le da. 


En el día de hoy debíamos recibir a las autoridades de la Suprema Corte de Justicia, quienes 
inmediatamente después de la sesión del martes pasado manifestaron que no estaban en condiciones 
de asistir. La secretaría de la Comisión realizó gestiones hasta último momento para poder lograr su 
concurrencia pero, como dije, ellas manifestaron que les era imposible venir, lo cual es bastante lógico 
debido a la acumulación de trabajo que deben tener en estas fechas. Se ofrecieron para concurrir el 
martes próximo o, de lo contrario, a comienzos del año entrante. Como nuestro mandato vence el 15 
de diciembre lo lógico es que el año próximo, cuando comience el nuevo período legislativo, la 
Comisión decida qué curso se le dará al Código del Proceso Penal y a las entrevistas que serán 
necesarias para su implementación, sin perjuicio de que en los próximos meses se hagan consultas a 
nivel del Poder Ejecutivo y de otras instituciones para ver qué visión tienen del tema. Esto es en lo que 
tiene que ver con el primer punto del Orden del Día. 


Con respecto al proyecto de ley sobre legítima defensa -que es el segundo punto del Orden 
del Día-, les anuncio que vamos a buscar entendimientos con los partidos políticos porque nuestra 
aspiración es que en el mes de marzo se trate en el Plenario. Esta iniciativa podrá salir afirmativa, 
negativa, o afirmativa con modificaciones, pero creemos que es un tema acuciante que necesita ser 
actualizado a los tiempos que estamos viviendo y por eso buscaremos llegar a un entendimiento con 
todos los partidos, empezando por los miembros de la Comisión. 


El tercer punto del Orden del Día es la Ley Orgánica de la Judicatura y de la Organización de 
los Tribunales. Está presente el señor Senador Pasquet, que fue quien presentó la iniciativa y puede 
referirse al tema. 


SEÑOR PASQUET.- La Ley N* 15.750 es la Ley Orgánica de la Judicatura y de la Organización de los 
Tribunales. 


El asunto es, señor Presidente, que hace unos meses se produjo un episodio en el que la 
prensa informó que una señora Jueza en lo Penal de Primera Instancia había participado en la marcha 
por los desaparecidos el día 20 de mayo. La señora Jueza tiene en su Juzgado varias causas seguidas 
contra quienes serían responsables por algunos hechos que determinaron la desaparición de algunas 
personas. La difusión del episodio dio lugar a que los abogados patrocinantes de los encausados a los 
que hice referencia denunciaran la actuación de esta señora Jueza ante la Suprema Corte de Justicia y 
se promovieran incidentes de recusación de las respectivas causas. 


La Suprema Corte de Justicia tomó conocimiento del asunto por vía disciplinaria e instruyó el 
caso, concluyendo con un pronunciamiento que expresa que el proceder de la Jueza en cuestión 
constituía una falta ética, pero que no cabía la imposición de sanción alguna. Se señaló que la 
violación del deber de imparcialidad no configuraría, a su vez, la violación de ningún deber de carácter 
jurídico. 


Quiere decir que la Suprema Corte de Justicia dio por probados los hechos -o sea, que la 
persona estuvo en la marcha, etcétera-, pero opinó que ello no constituía la violación de ningún deber 
jurídico. Si la parte interesada, esto es, algún procesado por esta señora Jueza, entiende que la 
conducta que ella ha observado justifica su recusación, tiene las vías procesales expeditas para 
hacerlo, pero la Suprema Corte de Justicia entendió que no debía imponer sanción alguna. 


Ante la situación generada por ese pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia, me 
parece que es indispensable establecer en la ley, con total claridad y más allá de cualquier duda que 
algún intérprete pueda tener, que la imparcialidad es un deber de los Jueces. Creo que se trata de algo 
así como el carácter distintivo de esta profesión, ya que quien no es imparcial no puede ser Juez; 
podrá ser otra cosa, por ejemplo, un observador de los hechos, un estudioso o un académico, pero 
entiendo que lo que define al Juez es ser un tercero imparcial que decide una contienda con arreglo a 
Derecho. Reitero: estamos hablando de un tercero imparcial. 


Si para la Suprema Corte de Justicia este principio no está consagrado en la legislación 
vigente, me parece que hay que consagrarlo, por supuesto, con absoluta independencia de los hechos 
que dieron origen a toda esta situación. Precisamente, podemos hacer abstracción de esos hechos, 
olvidándonos del episodio y analizando solamente la conclusión. En consecuencia, si la Suprema Corte 
de Justicia entiende que la imparcialidad no es un deber de los Jueces, pues entonces los legisladores 
debemos llenar ese vacío y establecer algo tan sencillo, elemental y de sentido común como eso - 
es decir, que los Jueces tienen el deber de ser imparciales- en una norma jurídica cuya violación 
pudiera dar lugar a las sanciones que prevé el llamado Estatuto de los Jueces, sin introducir ninguna 
modificación a ese respecto. 


Se trata de dar valor jurídico a lo que no puede ser solamente una falta de carácter 
ético. Esta es la primera de las disposiciones cuya adopción proponemos y, concretamente, el 
texto sugerido modificaría la redacción del artículo 88 de la Ley N* 15.750 -agregándole este deber del 
que hablamos-, y diría lo siguiente: “Los Jueces deberán ajustar su conducta a los principios de 
independencia, imparcialidad, probidad, idoneidad, decoro y respeto. 


La Suprema Corte de Justicia reglamentará lo dispuesto en el inciso precedente. 


El incumplimiento de los deberes enunciados se considerará falta grave, a los efectos de la 
imposición de las correcciones disciplinarias establecidas por el artículo 114 de la presente ley.” 


Los principios de independencia, imparcialidad, probidad, idoneidad, decoro y respeto, más 
allá de que, en sí mismos, son indiscutibles, son los que prevé la Ley N* 17.060 para todos los 
funcionarios públicos, de manera que esto sería, si se quiere, redundante. Sin embargo, en la medida 
en que la Suprema Corte de Justicia entiende que esto no rige para los Jueces, pues establezcámoslo 
en el llamado Estatuto de los Jueces. 


Cabe señalar que el contenido anterior del artículo 88 pasaría a ser el artículo 88 bis; 
simplemente se trata de una forma distinta de disponer las normas. Quiere decir que el artículo 88 bis 
ya existe en la ley actualmente vigente; se le daría otra numeración pero seguiría diciendo 
exactamente lo mismo que hasta el día de hoy. 


Luego proponemos que se incorpore un numeral 39) al artículo 94 de la Ley Orgánica de la 
Judicatura, que establece que se abstendrán de determinadas conductas. Ese numeral 3%) diría: “De 
toda conducta pública que pueda hacer dudar a un observador razonable de su imparcialidad en los 
asuntos que por ley están llamados a fallar.” La idea es concretar en la norma jurídica eso que todos 
hemos dicho y escuchado tantas veces: la mujer de César no sólo debe ser honesta, sino que además 
debe parecerlo. Los Jueces tienen que ser imparciales -en definitiva es un estado de ánimo o, si lo 
prefieren, de conciencia-, y es absolutamente fundamental que actúen de forma tal que quien los mire 
pueda creer que realmente lo son. Por supuesto que una persona excesivamente suspicaz puede ver 
parcialidad en cualquier gesto o en la más mínima actitud; por esa razón hago referencia a “un 
observador razonable”. Esta figura no es invento mío, sino que la he tomado de varios códigos de 
ética judicial que circulan a nivel latinoamericano. Se trata de una especie de estándar jurídico. Así 
como el Código Civil hace referencia al “buen padre de familia”, en esta oportunidad se hace 
referencia a “un observador razonable”. Estamos hablando de una persona que, cuando observa la 
conducta de un Juez, no debe tener motivos para sospechar de su imparcialidad. 


El ejemplo que siempre uso para ilustrar esta figura es el siguiente. Supongamos una final de 
la Copa Libertadores con un equipo que viene a Montevideo a jugar al Estadio, que los simpatizantes 
de ese equipo están recorriendo la Avenida 18 de Julio con sus banderas, colores y distintivos, y que 
junto a ellos está la terna que va a arbitrar el partido de esa noche. Cualquier observador razonable 
dudaría de la imparcialidad de esa terna arbitral; se armaría un escándalo. Pero si miramos 
estrictamente lo formal, podríamos decir que los hechos ocurrieron antes del partido, muy lejos del 
Estadio Centenario, cuando todavía el espectáculo no había comenzado y los árbitros no estaban 
cumpliendo sus funciones, de manera que no se les puede imputar ningún incumplimiento. Todo eso es 
cierto, pero cualquier persona que vea esto afirmará que esos árbitros no son imparciales, pues están 
participando del desfile de los simpatizantes de uno de los equipos. Con el mismo criterio, los Jueces, 
más allá de que sean santos varones y que jamás se aparten de la ecuanimidad debida, no pueden 
ser vistos, por ejemplo, con una de las partes almorzando en un restaurante céntrico -esto lo menciono 
porque ha pasado-, o tomando copas. Más allá de que se nos diga que en ese momento no tienen el 
expediente y que no están en audiencia judicial, es evidente que si ese comportamiento es visto por 
otras personas, les hará pensar que entre el Juez y esa parte hay alguna clase de proximidad que 
hace que no sea un tercero imparcial en el litigio en que debe fallar. Entonces, teniendo eso en cuenta 
es que proponemos la incorporación de este numeral 39) al artículo 94 de la Ley N* 15.750, con el que 
simplemente se introducirían pequeños ajustes a la Ley Orgánica de la Judicatura. Esto es tan obvio 
que se podría pensar que no es necesario establecerlo a texto expreso, pero como por lo visto no lo es, 
no está de más consagrar estas disposiciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Descontamos que tanto el señor Senador que ha presentado el proyecto de 
ley como los miembros de la Comisión considerarán conveniente recibir algún asesoramiento como, 
por ejemplo, el de la Suprema Corte de Justicia. Va de suyo que es importante conocer su opinión 
sobre el alcance de estas disposiciones, en tanto se trata del Estatuto de los Jueces. También 
podríamos requerir el asesoramiento de la Asociación de Magistrados del Uruguay. Les enviaríamos a 
ambos el proyecto de ley para que, si es posible, nos remitan su opinión por escrito. 


SEÑORA MOREIRA.- No sabía que teníamos a consideración este proyecto de ley en el día de hoy, 
pero de más está decir que apoyo que se pida la concurrencia de la Suprema Corte de Justicia. 


Al escuchar la exposición de motivos sospeché cuál era su contenido y luego corroboré que 
figura una referencia que supongo tiene que ver con la Jueza que concurrió a la Marcha del Silencio el 
20 de mayo. Me alegré bastante de que la Suprema Corte de Justicia la declarara apenas una falta 
ética. 


Me gustaría preguntar al señor Senador Pasquet cómo supone que la Suprema Corte de 
Justicia podría reglamentar un ajuste a los principios de independencia, imparcialidad, probidad, 
idoneidad, decoro y respeto. Además, en el caso de que este nuevo artículo 88 fuera reglamentado, ¿el 
señor Senador supone que la Suprema Corte de Justicia efectivamente le habría impuesto una sanción 
a una Jueza de reconocida trayectoria en el área de los Derechos Humanos por concurrir a una 
marcha cívica en apoyo, precisamente, a los Derechos Humanos? 


Las consultas concretas son cuál sería la reglamentación de ese artículo y qué consecuencia 
supondría que tendría en este caso. 


SEÑOR PASQUET.- Creo que tenemos que distinguir entre los hechos que generaron la actuación de 
la Suprema Corte de Justicia y el comentario que yo realicé de las normas cuya aprobación se 
propone. Considero que estos aspectos se pueden analizar de forma separada, es decir, con 
independencia del juicio que a cada uno le merezca el episodio a que se ha hecho referencia. Dicho de 
otra manera, la participación de una Jueza en la marcha del 20 de mayo se puede considerar 
independientemente de si los Jueces deben ser o no imparciales. Ahora, enfrentada a la cuestión, la 
Suprema Corte de Justicia entendió que la violación del deber de imparcialidad solamente contraviene 
una norma ética. Aclaro que digo “solamente”, no porque tenga menos valor lo ético -por el contrario, 
tiene enorme valor-, sino porque no tiene naturaleza jurídica. Si la Suprema Corte de Justicia, que es el 
máximo órgano jurisdiccional, entiende eso -yo creo que en forma equivocada-, pienso que lo que 
tenemos que decir, como Legisladores, es que el deber de imparcialidad es un deber jurídico, como el 
deber de probidad, de independencia, decoro, respeto, etcétera, es decir, los deberes que para los 
funcionarios públicos consagra en general la Ley N* 17.060. Me parece que debemos decir estas 
cosas. 


En cuanto a cómo se reglamenta la norma, supongo que la Suprema Corte de Justicia sabrá 
cómo hacerlo y realizará las especificaciones que entienda pertinente. Se me ocurre que a la hora de 
reglamentar la observancia del deber de imparcialidad dirá, por ejemplo, que los Jueces deberán 
abstenerse de recibir a los abogados de las partes a solas si no está presente el abogado de la otra 
parte. Me refiero a normas espejo -por decirlo así- de las que consagra el estatuto ético del Colegio de 
Abogados, donde se establece que un abogado no debe pedir ser recibido por un Juez si no se 
encuentra presente el colega que defiende a la otra parte. Entonces, no está mal que el estatuto de los 
Jueces diga que estos no deben recibir a un abogado si no está presente el colega que defiende a la 
otra parte. Me parece que la práctica de la vida profesional es la que indica cuáles pueden ser las 
disposiciones reglamentarias pertinentes, pero insisto en que el punto central es que la imparcialidad 
en un Juez no puede ser solamente un deber ético; es un deber jurídico porque hace a la esencia de la 
función jurisdiccional. 


SEÑOR NIN NOVOA.- A modo de reflexión, en primer lugar quiero decir que habría que hacer un 
esfuerzo para tratar de contextualizarlo fuera de un caso concreto, porque las leyes deben ser de 
carácter general y, sin bien hay episodios que pueden dar lugar a modificaciones o agregados a 
determinadas normas, debemos tratar de abstraernos para que no tengan un nombre determinado. 


En segundo término, me parece que, en definitiva, esta norma sanamente va en beneficio del 
justiciable. Lo siento así: se agrega al artículo 94 un numeral 3", y los anteriores van en beneficio del 
justiciable. Para aquellos que alguna vez nos hemos visto envueltos en asuntos judiciales, resulta de 
franca indignación saber que esas cosas se andan ventilando por todos lados, en operativos que en 
general son de “escrache” y después de linchamiento. Me parece que para ningún Juez puede ser una 
ofensa que al artículo 94 de la Ley Orgánica se le agregue que deben abstenerse de toda conducta 
pública que haga dudar a un observador razonable de su imparcialidad. Me parece que esto está bien. 


Por otra parte, también comparto la modificación del artículo 88 porque va en el mismo 
sentido. Quizá plantea la misma dificultad -aunque no la veo porque no tengo formación jurídica- en 
cuanto a cómo podría reglamentarlo la Suprema Corte de Justicia, pero estaremos a la espera de lo 
que esta disponga y siempre con un afán constructivo. Prima facie me parece que esto colabora para 
que la Justicia dé más garantías a quienes las necesiten. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pues bien: les pediremos a la Suprema Corte de Justicia y a la Asociación de 
Magistrados del Uruguay que nos hagan llegar por escrito su opinión sobre el proyecto de ley 
presentado por el señor Senador Pasquet y, obviamente, tan pronto tengamos esas respuestas las 
incluiremos en el Orden del Día. 


SEÑOR CLAVIJO.- En la línea de esclarecer y profundizar sobre este proyecto de ley, sería 
conveniente convocar al Instituto de Estudios Jurídicos para que haga sus aportes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Al Instituto de Estudios Jurídicos de la Universidad de la República? 
SEÑOR PASQUET.- ¿Se refiere al Instituto de Derecho Procesal? 


SEÑOR PRESIDENTE.- En todo caso, el señor Senador Clavijo podría aportar a la Secretaría el 
carácter del instituto. Es una opinión más y será bienvenida. 


El cuarto punto del Orden del Día también es un proyecto de ley presentado por el señor 
Senador Pasquet, que plantea que el Ministerio Público y Fiscal sea un servicio descentralizado. En 
este caso ya hemos pedido una opinión y hemos recibido algunas respuestas. Creo que de alguna 
manera está vinculado al primer punto del Orden del Día -al menos así se puso de manifiesto en más 
de una oportunidad-, por lo que continuará su trámite. 


SEÑORA MOREIRA.- ¿La Comisión tiene prevista alguna sesión extraordinaria? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Por el momento no. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 35 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


